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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

"2016,Año de la Lucha Contra la Diabetes”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 19 Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone incorporar las órdenes de protección preventivas, las cuales tendrán una duración que dependerá directamente con que la víctima de violencia deje de estar expuesta al riesgo.

Planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 14 de Septiembre de 2016.

Turnada a la Comisión de Igualdad y No Discriminación.

Fecha del Dictamen: 7 de Diciembre de 2016.
Decreto No. 618

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O . 5 / 17 de Enero de 2017.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, Lic. Gilberto Rincón Gallardo del Partido Socialdemócrata Independiente de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 en su fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y  Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 19 LEY DE ACCESO A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
En atención a lo siguiente:

Exposición de motivos.

De conformidad con la legislación en la materia, cualquier acción u omisión que, basada en su género, cause a las mujeres daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual, o incluso, la muerte, tanto en el ámbito privado como en el público, es entendida como violencia contra las mujeres; la que constituye una de las expresiones más graves de discriminación, desigualdad y desequilibrio sociales.
Ésta se expresa en amenazas, agravios, maltrato, lesiones y daños asociados a la exclusión, subordinación, discriminación, explotación y opresión de género en cualquiera de sus modalidades, que trasgreden y vulneran los derechos humanos de nuestras mujeres. Su tipología, va desde la violencia psicológica, física, sexual, patrimonial y económica, hasta cualquier forma de acción u omisión que lesione o dañe la integridad, dignidad o libertad de ellas. 

Inaceptablemente, hoy los estándares e indicadores de mujeres en situación de violencia o denigración, según datos oficiales del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, el Instituto Nacional de las Mujeres, la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares y cifras de organismos internacionales, persisten muy a pesar de los esfuerzos institucionales, acciones gubernamentales y de la sociedad civil organizada, en coordinación para el diseño y ejecución de políticas públicas y acciones afirmativas para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.

Solo por citar, en el año 2014, la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, atendió a 30,671 mujeres víctimas de violencia. Y existe violencia que mata; según datos nacionales presentados en noviembre de 2015 por el INEGI, a propósito del Día Internacional de la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer; durante 2013 se registraron 12,214 defunciones de mujeres por causas accidentales y violentas, el 21.7% de ellas fueron por homicidio y el 8.9% por suicidio. En promedio se estima que durante 2013 y 2014 fueron asesinadas siete mujeres diariamente en el país. La información estadística nos advierte que, durante los últimos 15 años, los homicidios contra mujeres están sujetos, más que a cambios coyunturales, se trata de un fenómeno estructural que deriva de un patrón cultural.

Ante esta triste realidad de datos duros, debemos concretar que las investigaciones en curso y los esfuerzos concertados de las partes involucradas, permitan la eliminación de las estructuras desiguales entre hombres y mujeres, genere estrategias para detener definitivamente la violencia y materialice los cambios necesarios y suficientes en las prácticas, actitudes e instituciones que atentan contra la dignidad humana, y en concreto, contra las mujeres.

Asumiendo compromisos y recomendaciones internacionales, resulta un acto de justicia reconocer que hemos avanzado en la legislación, pues hemos consagrado disposiciones jurídicas vinculantes a la no discriminación, a la igualdad de género y al goce y ejercicio pleno de los derechos civiles, económicos, políticos, sociales y culturales de las mujeres. Hoy contamos con objetivos específicos en la agenda pública de los diferentes niveles y órdenes de gobierno para acelerar las actuaciones en la eliminación de la violencia contra la mujer y la consolidación del desarrollo sostenible integral.
La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, así como la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, prevén entre sus disposiciones, la figura jurídica denominada órdenes de protección, herramienta de espectro protector inmediato en su otorgamiento a favor de las mujeres en situaciones de crisis violenta.

Su definición legal nos permite entenderlos como actos de protección y de urgente aplicación, que no causan estado, en función del interés superior de la víctima y son fundamentalmente de emergencia, preventivas y de naturaleza civil, penal o familiar. Se otorgan por la autoridad competente, inmediatamente que conozcan los hechos probablemente constitutivos de infracciones o delitos que impliquen violencia contra las mujeres por razones de género. 

La negativa o dilación en el otorgamiento y tramitación de las órdenes de protección, así como su debido seguimiento y registro, se equipara a la violencia institucional (acciones, prácticas u omisiones atribuibles a los servidores públicos que obstaculicen o impidan que las mujeres accedan a los medios para prevenir, atender, investigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de violencia en su contra).

Las órdenes de protección que consagra nuestra Ley local son personalísimas e intransferibles y son “De emergencia”, “Preventivas” y “De naturaleza civil”; en ese tenor, el artículo 19 de dicha legislación, dispone que las órdenes de protección de emergencia y preventivas, tendrán una temporalidad no mayor de sesenta días naturales y deberán expedirse por las autoridades competentes dentro de las ocho horas siguientes al conocimiento de los hechos que las generan.

Resulta claro y evidente el objetivo de las órdenes de emergencia y preventivas, el cual recae en la eficaz e inmediata protección a la mujer víctima de violencia, con la mayor celeridad posible y evitando cualquier posibilidad en la continuación de nuevas agresiones. Esto es, las órdenes de protección buscan la plena integridad de las personas, sus bienes y derechos, generando un ámbito restrictivo al presunto agresor.

Se trata de que la autoridad competente, sin tardanza alguna y como un factor de reacción urgente e inmediata, que incluso puede ser determinante entre la vida y la muerte de una mujer violentada, se convierta en una solución y no en un problema burocrático por falta de capacitación, ausencia de protocolos y procedimientos legales adecuados, en el otorgamiento de la medida de protección. 
Asimismo, la circunstancia de temporalidad que refiere una duración máxima de sesenta días (aun existiendo una posibilidad de prorrogar treinta días más) para la vigencia de las órdenes de protección en comento (tiempo por el cual la víctima no tiene contacto con su agresor, o bien, no está expuesta al riesgo de más maltratos y agresiones) resulta un lapso muy subjetivo, quizá insuficiente para cumplir el objetivo y cesen los riesgos de violencia. Es casi imposible que las condiciones que generaron la expedición de la orden de protección, sean modificadas en tan poco tiempo.

Se hace necesario que, desde la norma, se genere consciencia en las autoridades responsables de conceder las medidas protectoras a las mujeres maltratadas, para que, mantengan la duración de éstas órdenes hasta en tanto la víctima deje de estar expuesta al riesgo. En ese sentido hay un exhorto generalizado entre los congresos locales, las cámaras del Congreso de la Unión, e incluso, de organismos internacionales especializados en la materia.
Es por lo anteriormente expuesto, compañeras y compañeros que la socialdemocracia les hace un llamado a sumarnos a la presente iniciativa, la cual presento ante este Honorable recinto la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 19 LEY DE ACCESO A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO PRIMERO: Se reforma el artículo 19 de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 19. Las órdenes de protección de emergencia y preventivas deberán ser otorgadas por la autoridad competente y ser implementadas por el Agente del Ministerio Público, en un término no mayor de ocho horas siguientes al conocimiento del hecho que las generen en todos los casos relacionados con violencia familiar, violencia de género y delitos contra la libertad, la seguridad sexual y contra la familia. 

Las órdenes de protección de emergencia y preventivas tendrán una duración que dependerá directamente con que la víctima de violencia deje de estar expuesta al riesgo, garantizando la vida, integridad y seguridad de las víctimas, y en su caso de las víctimas indirectas. 

Previo a la suspensión de las órdenes de protección decretadas por la autoridad, ésta deberá asegurarse bajo su más estricta responsabilidad que la situación de riesgo o peligro de la víctima ha cesado.
TRANSITORIOS
ARTÍCULO UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de  su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila a 14 de Septiembre  del  2016
DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.
